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Panel integrado por su presidenta la Jueza Cintrón Cintrón, la 

Jueza Rivera Marchand y el Juez Rivera Torres.1 
 
Rivera Torres, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto  de 2016. 

Comparece ante este tribunal apelativo la Sra. María del 

Carmen Taboas (la recurrente o la señora Taboas), por derecho 

propio, mediante Recurso de Revisión Administrativa y nos solicita 

que revoquemos la Resolución que emitió la División de 

Reconsideración de Determinaciones Finales de la Oficina de 

Gerencia de Permisos (OGPe) el 16 de octubre de 2015. Mediante el 

referido dictamen, la División de Reconsideración de la OGPe 

determinó declarar No Ha Lugar la Reconsideración que presentó la 

recurrente, en cuanto a la decisión que emitió la Oficina de 

Permisos Urbanísticos del Municipio Autónomo de Guaynabo, 

notificada el 1 de junio de 2015. Examinado el recurso presentado 

ante nuestra consideración, advertimos que no tenemos autoridad 

para dirimir los planteamientos presentados por la recurrente. 

Veamos. 

 

                                                 
1 El Juez Rivera Torres comparece en sustitución de la Jueza Varona Méndez. 

(Orden Administrativa TA-2015-228) 
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I. 

El 10 de abril de 2015, HAD Realty Corp. presentó ante la 

Oficina de Permisos Urbanísticos del Municipio Autónomo de 

Guaynabo una solicitud de variación en densidad y/o uso, para 

habilitar una estructura residencial de dos niveles y convertirla en 

dos unidades de vivienda independientes.2 Esta propiedad está 

situada en la Urbanización Villa Caparra, número 11, Calle 

Flamboyán, esquina Calle Wilson en el municipio de Guaynabo. El  

29 de mayo de 2015 la Ing. Yaneris Rivera Ortíz, Oficial de 

Permisos de la Oficina de Permisos Urbanísticos, dictó Resolución 

autorizando la variación de densidad solicitada por HAD Realty 

Corp., a través del Arq. Umberto J. Donato Solís.3 El 1 de junio de 

2015 se notificó la referida Resolución a las siguientes personas, 

con las debidas advertencias de revisión:  

María del Carmen Vilella,   
Calle Flamboyán # 1-A 
Guaynabo, PR 00966 
 
Aida Méndez  
Urb. Suchville 
#3 Villa Caparra 
Guaynabo, PR 00966  
 
Colindante Sur 
Calle Wilson #12 
Guaynabo, PR 00966 
 
Colindante Este  
Calle Flamboyán #6 
Guaynabo, PR 00966 
   

Inconforme con esta determinación, la señora Taboas, quien 

es residente de la calle Parklane Wilson núm. 8 en Garden Hills en 

Guaynabo, presentó el 8 de junio de 2015 una Solicitud de 

Intervención y Revocación de la Resolución emitida por la Oficina 

de Permisos Urbanísticos del Municipio.4 El 18 de junio siguiente, 

la Oficina de Permisos del Municipio dictó Resolución y Orden a 

HAD Realty y al Arquitecto Umberto J. Donato para que 

                                                 
2
 Véase Apéndice del recurso, págs. 140-153.  

3
 Véase Apéndice del recurso, págs. 55-59.  

4
 Véase Apéndice del recurso, pág. 70.   
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expusieran lo que entendieran correspondiente en el término de 10 

días. Con posterioridad a esta Resolución y Orden no existe ningún 

otro trámite administrativo en la Oficina de Permisos del 

Municipio. En consecuencia, no se atendió la moción de 

reconsideración ni la solicitud de intervención de la recurrente.  

El 17 de junio de 2015 la recurrente presentó una Solicitud 

de Reconsideración e Intervención ante la División de 

Reconsideraciones de Determinaciones Finales de la OGPe.5 En la 

misma, presentó también escritos de siete (7) residentes,6 no 

colindantes con la propiedad objeto de la controversia, 

suscribiendo  la petición de la recurrente y reiterando que se 

permita su intervención.7 En su escrito, la recurrente sostuvo que 

la Oficina de Permisos Urbanísticos Municipales del Municipio 

Autónomo de Guaynabo incidió al autorizar la solicitud de 

variación. Añadió que la notificación a los vecinos era nula por no 

estar conforme a la norma relacionada con las notificaciones a 

vecinos colindantes, por todo lo cual debía revocarse la Resolución 

recurrida.  

El 26 de junio de 2015 la OGPe emitió una Notificación 

Acogiendo la Solicitud de Reconsideración presentada por la 

recurrente sin expresarse en cuanto a la solicitud de intervención.8 

Posteriormente, el 1 de julio de 2015 la OGPe dictó una orden en la 

cual indicó que:9  

Conforme a las disposiciones del Reglamento de 
Procedimientos Adjudicativos de la División de 
Reconsideración de Determinaciones Finales de la 

                                                 
5 Véase Apéndice del recurso, págs. 1-139. 
6
 A saber: Luis R. Burset (A-8 Arturo Rivera Mújica, Urb. Garden Hills); Manuel 

H. Dubon (A-7 Arturo Rivera Mújica, Urb. Garden Hills); Carlos A. Caicedo Yusti 

(D-15 Arturo Rivera Mújica, Urb. Garden Hills); Luis F. Rodríguez Rodríguez (D-
2 Arturo Rivera Mújica, Urb. Garden Hills); Maria Teresa Viejo (B-11 Park Lane, 

Urb. Garden Court); Rosa B. Morales (C-13 Park Lane, Urb. Garden Hills); y 

Patricia C. Amadeo (C-11 Calle Park Lane, Urb. Garden Hills).  Véase, Apéndice 

del recurso, págs. 48-54. 
7
 La recurrente no indicó ser la representante legal de los vecinos incluidos en la 

solicitud de intervención.  
8
 Véase Apéndice del recurso, págs. 202-204.   

9
 Véase Apéndice del recurso, págs. 206-208. 
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OGPe, el juez administrativo determinó celebrar vista 
para este caso.  

 

De la referida orden no surge al amparo de cuál disposición 

del reglamento se amparó el juez administrador para celebrar la 

vista adjudicativa. Tampoco se dispone en cuanto a la solicitud de 

intervención presentada por la recurrente por sí y a nombre de los 

demás vecinos.  

El 1 de julio de 2015 la OGPe emitió un Aviso de Vista de 

Reconsideración.10 El aviso describe la localización de la propiedad 

cuya variación en densidad fue solicitada. También el aviso 

invitaba a las partes e interventores a comparecer y a participar en 

dicha vista preparados para discutir la reconsideración 

presentada.  

El 5 de agosto de 2015 se celebró la vista y el caso quedó 

sometido. El 16 de octubre siguiente la OGPe emitió Resolución de 

Reconsideración en la que decidió declarar No Ha Lugar la 

solicitud, por entender que no hubo variación en el uso de la 

propiedad.11 En lo aquí pertinente concluyó el juez administrativo 

lo siguiente: 

La recurrente es opositora del proyecto 
aunque no colindante. Basa su oposición en unos 
problemas de tránsito que no son atribuibles a este 
proyecto. Lo propuesto cumple con área de 
estacionamiento. [Énfasis Nuestro] 

 

En ese sentido nada expresa la Resolución en cuanto a la 

solicitud de intervención de la recurrente.12 Incluso, no es llamada 

“parte” sino meramente opositora del proyecto. Tampoco se hace 

expresión alguna respecto a los restantes vecinos que autorizaron 

a la recurrente a unirlos en la petición de reconsideración.  

                                                 
10

 Véase Apéndice del recurso, pág. 209.  
11

 Véase Apéndice del recurso, págs. 263-269. 
12

 En la Resolución, además, se indica… Posteriormente se radicó la solicitud de 
intervención en el municipio la cual no ha sido resuelta por razón de que está 
pendiente esta reconsideración.  Véase,  Apéndice del recurso, pág. 266. 



 
 

 
KLRA201501264    
 

 

5 

Inconforme con esta decisión, la recurrente acudió ante este 

foro apelativo mediante un recurso de Revisión Administrativa en el 

que señaló que la agencia cometió los siguientes dos errores: 

Erró la División de Reconsideración de 
Determinaciones Finales de la OGPe en su Resolución, 
así como la OPUMAG, al analizar y autorizar la 
solicitud para construir dos residencias en un solar R-
1 aplicando la sección 61.06 del Reglamento de 
Calificación de Suelos, que regula “Otras Variaciones- 
Variaciones en Construcción”, en lugar de la sección 
61.05, que rige la “Variación en uso”, por lo cual debe 
ser revocada. 
 
La solicitud de variación autorizada por la OPUMAG y 
confirmada por la D de R OGPe, no cumple con los 
requisitos de la sección 61.06, “Otras Variaciones- 
Variaciones en Construcción”, bajo la cual 
erróneamente se analizó dicha solicitud tanto por la 
OPUMAG como por la División de Reconsideración de 
Determinaciones Finales de la Oficina de Gerencia de 
Permisos en su Resolución de Reconsideración, por lo 
cual no debe prevalecer. 

 
El Municipio Autónomo de Guaynabo, en adelante el 

recurrido,  presentó su alegato en oposición. En esencia señaló que 

la recurrente no demostró que la agencia actuara de manera 

caprichosa o irrazonable, y que sus argumentos se basan en una 

acción de hace más de 10 años que presentó su padre en  una 

solicitud similar. Atendido ambos escritos, procedemos a resolver.  

II. 

A. Revisión Judicial de Determinaciones Administrativas 

La revisión judicial permite asegurarnos que los organismos 

administrativos actúen de acuerdo a las facultades que legalmente 

les fueron concedidas. Comisión Ciudadanos v. G.P. Real Property, 

173 DPR 998, 1015 (2008). Respecto al estándar que debemos 

utilizar es alto conocido que las determinaciones administrativas 

gozan de una presunción de legalidad y corrección, la cual 

subsistirá, mientras no se produzca suficiente prueba como para 

derrotarla. Batista, Nobbe v. Jta. Directores, 185 DPR 206, 215 

(2012). 
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De otra parte, el Artículo 4.006(c) de la Ley núm. 201-2003, 

Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto Rico (Ley 

de la Judicatura), 4 LPRA sec. 24y(c), dispone que, como cuestión 

de derecho, el Tribunal de Apelaciones atenderá, mediante este 

recurso judicial, las decisiones, órdenes y resoluciones finales de 

los organismos o las agencias administrativas. Del mismo modo, la 

Regla 56 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. 

XXII-B, R. 56, dispone que solamente se revisarán las 

determinaciones u órdenes administrativas finales. 

La revisión judicial de las determinaciones finales de las 

agencias administrativas se rige conforme lo provisto por la Ley 

núm. 170 de 12 de agosto de 1988, según enmendada, conocida 

como Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme (en adelante, 

LPAU), 3 LPRA sec. 2101 et seq.  A tales efectos, la LPAU estableció 

“un cuerpo de reglas mínimas para proveer uniformidad al proceso 

decisional de las agencias públicas en nuestra jurisdicción.”  

Torres Santiago v. Depto. Justicia, 181 DPR 969, 991 (2011); 

Baerga Rodríguez v. FSE, 132 DPR 524, 534 (1993). “Una vez 

agotado el proceso administrativo, que incluye la apelación 

interagencial, la decisión final deberá revisarse judicialmente 

dentro de los parámetros del principio de deferencia judicial y su 

corolario, la presunción de regularidad y corrección de los procesos 

y las decisiones administrativas.” Vélez v. ARPe, 167 DPR 684, 698 

(2006). 

Por tal razón, esta ley desplaza y tiene preeminencia sobre 

toda disposición legal relativa a una agencia, particularmente 

cuando esta sea contraria a sus postulados. Vitas Health Care v. 

Hospicio La Fe et al., 190 DPR 56, 66 (2014); Hernández v. Golden 

Tower Dev. Corp., 125 DPR 744, 748 (1990). Consecuentemente, 

desde la aprobación del procedimiento administrativo uniforme 

provisto por la LPAU, los entes administrativos están precisados a 
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conducir sus procedimientos de reglamentación, adjudicación y 

concesión de licencias y permisos de conformidad con los 

preceptos de esta ley. Perfect Cleaning v. Cardiovascular, 162 DPR 

745, 757 (2004). En vista de ello, las agencias que no estén 

excluidas de su aplicación carecen de autoridad para adoptar 

reglamentación que imponga requisitos adicionales o distintos a 

los que impone la LPAU. Esto incluye los asuntos relacionados con 

la revisión judicial. 

B. Legitimación activa para presentar un recurso de 

revisión judicial 
 
La revisión judicial no opera en el vacío; quien la procure 

debe contar con legitimación activa para ello. Mun. de Aguada v. 

JCA, 190 DPR 122 (2014). La legitimación activa es una doctrina 

de autolimitación judicial, mediante la que se analiza si la parte 

compareciente es la parte adecuada para cuestionar una 

actuación gubernamental. Mun. de Aguada v. JCA, supra. “[...] el 

propósito de la doctrina de legitimación activa es que el tribunal se 

asegure de que en toda acción que se presente ante sí el 

reclamante tenga un interés genuino, que va a proseguir su causa 

de forma vigorosa y que todos los asuntos pertinentes serán 

colocados ante la consideración del tribunal.” Mun. de Aguada v. 

JCA, supra, a la pág. 132. 

Cuando la intervención judicial solicitada, surge al amparo 

de la revisión judicial que establece la sec. 4.2 de la LPAU, 3 LPRA 

sec. 2172, el interesado deberá establecer “dos requisitos: (1) ser 

parte y (2) que la decisión de la agencia le haya afectado de manera 

adversa.” Mun. de Aguada v. JCA, supra; Fund. Surfrider y otros v. 

ARPe, 178 DPR 563, 576 (2010).  

En cuanto al primer criterio de ser parte, la sec. 1.3 (j) de la 

LPAU, 3 LPRA sec. 2102 (j), define “parte” como: 

[t]oda persona o agencia autorizada por ley a quien se 
dirija específicamente la acción de una agencia o que 



 
 

 
KLRA201501264 
 

 

8 

sea parte en dicha acción, o que se le permita 
intervenir o participar en la misma, o que haya 
radicado una petición para la revisión o 
cumplimiento de una orden, o que sea designada 
como parte en dicho procedimiento. (Énfasis 
nuestro). 
 

Además, se consideran como “partes” a los efectos de la 

revisión judicial aquellos quienes, al haber participado e 

intervenido en el procedimiento administrativo, la agencia les hizo 

partes, a través del mecanismo de intervención consignado en la 

sec. 3.5 de la LPAU, 3 LPRA sec. 2155.  Fund. Surfrider y otros v. 

ARPe, supra, pág 576. 

Respecto al segundo criterio que postula que debe 

establecerse que la parte esté adversamente afectada se resolvió 

que se requiere que la afectación le sea adversa o desfavorable a 

sus intereses. Fund. Surfrider y otros v. ARPe, supra, pág. 577. La 

afectación se analiza a base de la noción del daño o la lesión que 

se ha comentado que pueden ser de tipo económico, estético o 

recreativo. Id. En particular, nuestro Tribunal Supremo resumió el 

concepto de “adversamente afectado” del siguiente modo: 

[...] la frase “adversamente afectada” significa que la 
parte recurrente tiene un interés sustancial en la 
controversia porque sufre o sufrirá una lesión o daño 
particular que es causado por la acción administrativa 
que se impugna mediante el recurso de revisión 
judicial. El daño tiene que ser claro, específico y no 
puede ser abstracto, hipotético o especulativo. Fund. 
Surfrider y otros v. ARPe, supra, pág. 579. 

  

En lo pertinente, nuestro Tribunal Supremo también ha 

tenido oportunidad de aclarar quiénes ostentan legitimidad activa 

para presentar un recurso de revisión judicial ante este tribunal. 

Fund. Surfrider y otros v. ARPe, supra. Para ello, ha aclarado que la 

legitimación necesaria para presentar un recurso de revisión debe 

distinguirse de la legitimación requerida para participar en la 

agencia administrativa, esto es debido a que el hecho de haber 

participado en el proceso administrativo no le asegura que posea 

legitimación necesaria y requerida para la intervención 
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judicial. Id., pág. 574. De forma tal, que solo pueden presentar 

tales recursos quienes sean parte en el procedimiento 

administrativo y demuestren, además, estar adversamente 

afectados por la decisión administrativa. Id.; secs. 4.2, 4.6 y 4.7 

de la LPAU, 3 LPRA secs. 2172, 2176 y 2177.  

En consecuencia, ante la ausencia de los criterios de 

legitimación aquí apuntados no puede ejercerse el poder de la 

revisión judicial, pues, los tribunales venimos llamados a resolver 

controversias genuinas y no cuestiones abstractas e hipotéticas 

que no tengan consecuencias entre las partes. Mun. de Aguada v. 

JCA, supra; Fund. Surfrider y otros v. ARPe, supra, págs. 571-572; 

ELA v. Aguayo, 80 DPR 552, 558-559 (1958). 

C. La intervención 

La intervención es “el mecanismo procesal para que una 

persona, que no fuere parte original en un procedimiento, pueda 

defenderse de la determinación administrativa”, Ortiz vs. Junta de 

Planificación, 152 DPR 8 (2000); Rivera Ramos vs. Morales Blás, 

149 DPR 672 (1999); Asoc. Residentes vs. Montebello Dev. Corp., 

138 DPR 412, 420 (1995). 

En cuanto a la solicitud de intervención en el campo del 

derecho administrativo, la sec. 3.5 de la LPAU, 3 LPRA sec. 2155, 

dispone lo siguiente: 

Cualquier persona que tenga un interés legítimo en un 
procedimiento adjudicativo ante una agencia podrá 
someter una solicitud por escrito y debidamente 
fundamentada para que se le permita intervenir o 
participar en dicho procedimiento. La agencia podrá 
conceder o denegar la solicitud, a su discreción, 
tomando en consideración entre otros los siguientes 
factores: 
 
(a) Que el interés del peticionario pueda ser afectado 
adversamente por el procedimiento adjudicativo. 
(b) Que no existan otros medios en derecho para que 
el peticionado pueda proteger adecuadamente su 
interés. 
(c) Que el interés del peticionario ya esté representado 
adecuadamente por las partes en el procedimiento. 
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(d) Que la participación del peticionario pueda ayudar 
razonablemente a preparar un expediente más 
completo del procedimiento. 
(e) Que la participación del peticionario pueda 
extender o dilatar excesivamente el procedimiento. 
(f) Que el peticionario represente o sea portavoz de 
otros grupos o entidades de la comunidad. 
(g) Que el peticionario pueda aportar información, 
pericia, conocimientos especializados o asesoramiento 
técnico que no estaría disponible de otro modo en el 
procedimiento. 
La agencia deberá aplicar los criterios que anteceden 
de manera liberal y podrá requerir que se le someta 
evidencia adicional para poder emitir la determinación 
correspondiente con respecto a la solicitud de 
intervención. (3 LPRA sec. 2155). 
 

A su vez, la sec. 3.6 de la LPAU, 3 LPRA sec. 2156, establece 

que si la agencia administrativa decide denegar la solicitud de 

intervención, esta viene obligada a notificar al peticionario su 

decisión, por escrito, y con los fundamentos de la misma. De ese 

modo, la revisión judicial de tal denegatoria queda facilitada.  

Municipio de San Juan vs. JCA, 152 DPR 673 (2000). No obstante, 

el silencio de la agencia administrativa ante una solicitud de 

intervención no puede ser considerada como una aceptación de la 

misma. Por tal razón, si la agencia decide aceptar la intervención 

solicitada, esta también viene obligada a notificar la concesión de 

dicha solicitud. Solo así, la otra parte en el caso estaría en posición 

de procurar la reconsideración correspondiente, si así lo estima 

pertinente. Id.  

De igual manera en JP, Plaza Santa Isabel v. Cordero Badillo, 

177 DPR 177 (2009) nuestro Tribunal Supremo extendió el 

formalismo procesal de presentar una solicitud por escrito como 

requiere la sec. 3.5 de la LPAU, supra, a la figura del participante 

activo. Dicho requisito fue implementado como una norma formal 

prospectiva, debido a la confusión e incertidumbre que había 

creado la doctrina del participante activo en las agencias y en los 

foros judiciales. En específico, el Tribunal Supremo a las págs..193 

y 194 expresó que: 
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 Según el Prof. William Vázquez Irizarry, no se 
“justifica mantener una norma subjetiva para 
determinar quién es parte a los efectos de notificar la 
decisión final y el recurso judicial.” Id., pág. 599.   

Por eso, es menester establecer que una 
persona natural o jurídica que se encuentre 
participando activamente en un proceso 
administrativo y que desee ser considerada "parte" 
con todo lo que ello implica para fines de revisión 
de la decisión administrativa, debe hacer una 
solicitud formal al respecto, debidamente 
fundamentada. Esto es, el interesado deberá hacer 
una solicitud formal en la que demuestre 
claramente cómo se verá afectado su interés por la 
decisión administrativa. Dicha solicitud deberá 
hacerse por escrito, para establecer claramente el 
deber de la agencia de contestarla, también por 
escrito. Con estos requisitos se evita la 
incertidumbre de quién es parte y por 
consiguiente, a quién hay que notificarle cualquier 
solicitud de revisión judicial. S[o]lo se le requiere 
la presentación de un escrito a la parte que está 
verdaderamente interesada. El Profesor Vázquez 
Irizarry sostiene que esta postura "tiene la virtud de 
brindar certeza a la notificación y superar así un 
análisis subjetivo respecto a los niveles de 
participación de cada persona en el proceso." Vázquez 
Irizarry, supra, pág. 596.  

 
[…] 
 
Estas expresiones son cónsonas con el marco legal de 
la LPAU. Estos requisitos son idénticos a los que la ley 
exige a toda parte interventora. Sec. 3.5, supra. De 
esta manera, se asegura que una persona que 
demuestre tener capacidad y el interés necesario 
pueda ser notificada oportunamente de los 
procedimientos de revisión de una determinación 
administrativa. Además, se le brinda la oportunidad a 
la agencia administrativa para que aplique sus 
conocimientos en la determinación de qué personas, 
naturales o jurídicas, deben ser consideradas como 
partes a estos fines. Claro está, la persona 
adversamente afectada con esta decisión, que reclame 
que se le considere como parte, puede procurar 
revisión judicial. Ese es el mismo trámite disponible 
para quienes reclamen ser interventores. Véanse: Sec. 

1.3(e) de la LPAU, 3 LPRA sec. 2102(e); Sec. 3.6 de la 
LPAU, 3 LPRA sec. 2156.  
[Énfasis Nuestro] 

 

Asimismo, el derecho a intervenir en un procedimiento 

administrativo conlleva una interpretación estatutaria que no 

incide en la pericia administrativa. San Antonio Maritime v. P.R. 

Cement Co., 153 DPR 374 (2001).  

Por otra parte, las personas notificadas de un procedimiento 

administrativo por encontrarse en un radio determinado del 

proyecto propuesto no se convierten automáticamente en “parte” 

http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2001172777&pubNum=2995&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2001172777&pubNum=2995&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
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para fines de la notificación de un recurso de revisión judicial. 

Junta Dir. Portofino v. P.D.C.M., 173 DPR 455 (2008).   

D. Ley para la Reforma del Proceso de Permisos de Puerto 
Rico 
 

La Ley núm. 161-2009 conocida como la Ley para la Reforma 

del Proceso de Permisos de Puerto Rico, 23 LPRA sec. 9011 et seq., 

se aprobó con el fin de establecer el marco legal y administrativo 

que regiría en la solicitud, evaluación, concesión y denegación de 

permisos de construcción que inciden en el desarrollo económico 

del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. Mediante dicha ley, se 

creó la Oficina de Gerencia de Permisos (OGPe), las figuras del 

Profesional Autorizado y del Inspector Autorizado, de los Gerentes 

de Permisos, de los Representantes de Servicios y los Oficiales de 

Permisos, la Oficina del Inspector General de Permisos, la Junta 

Adjudicativa y la Junta Revisora.   

Posteriormente, la Ley núm. 161-2009 fue enmendada por la 

Ley núm. 151-2013 con el propósito, entre otros, de reestructurar 

la OGPe y así cumplir con la meta de agilizar los procedimientos en 

el trámite de concesión y denegación de permisos. Además, se 

restituyó la aplicación de la LPAU en la revisión de la evaluación, el 

otorgamiento o la denegación de determinaciones finales y 

permisos, recomendaciones, certificaciones, licencias, certificados 

o cualquier otra autorización similar otorgada por la OGPe, los 

Municipios Autónomos con Jerarquía de la I a la V, los 

Profesionales Autorizados e Inspectores Autorizados. La Ley para la 

Reforma del Proceso de Permisos de Puerto Rico define en el 

Artículo 60, 23 LPRA sec. 9025a, la Intervención como sigue:   

Intervención.— Cualquier persona interesada en ser 
parte del proceso de evaluación de determinaciones 
finales, permisos, así como cualquier procedimiento 
adjudicativo requerido bajo las disposiciones de este 
capítulo deberá presentar una solicitud de 
intervención. El contenido, evaluación, adjudicación y 
revisión de determinaciones finales sobre solicitudes 
de intervención se regirá por lo dispuesto en la Ley de 
Procedimiento Administrativo Uniforme. Los detalles 
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sobre el proceso de intervención deberán reflejarse en 
el Reglamento Conjunto. 

 

El Reglamento Conjunto para la Evaluación y Expedición de 

Permisos Relacionados al Desarrollo y Uso de Terrenos, Reglamento 

8573 del 24 de marzo de 2015 define en su Capítulo 4 inciso I, 

Número 38, Interventor como:  

Aquella persona natural o jurídica que no sea parte 
original en un procedimiento ante la Junta de 
Planificación, la Oficina de Gerencia de Permisos y que 
cumpla los requisitos aplicables establecidos en la ley 
Núm. 170, supra.  

 

A su vez, en el inciso P, número 13, define “Parte” de la 

siguiente manera:  

Según definida por la ley núm. 170 del 12 de agosto 
de 1988, según enmendada, conocida como la Ley de 
Procedimiento Administrativo Uniforme del Estado 
Libre Asociado de Puerto Rico.  

 

En el Capítulo 5, Regla 5.3, sección 5.3.6 dispone sobre 

Legitimación Activa (Standing) como:  

Toda solicitud relacionada al desarrollo y uso de 
terrenos en Puerto Rico, o cualquier otra autorización 
o trámite definido en este Reglamento, será promovida 
por el dueño, optante o arrendatario de la propiedad 
con autorización, por sí o a través de su representante 
autorizado o por el Jefe de la Agencia o su 
representante autorizado en caso de un proyecto 
público. Aquellas solicitudes presentadas al amparo 
de lo dispuesto en la Ley núm. 135 de 15 de junio de 
1967, según enmendada, conocida como “Ley de 
Certificaciones”, serán promovidas exclusivamente por 
los profesionales designados en dicha Ley.   

 
El Capítulo 6 del Reglamento dispone para los 

procedimientos adjudicativos. En cuanto a los requisitos de 

Presentación, la sección 6.2.2 dispone que “[t]odo solicitante de un 

asunto ministerial ante la OGPe y/o los Municipios Autónomos con 

Jerarquía de la I a la V deberá cumplir con los requisitos generales 

establecidos en la Regla 5.3. (PRESENTACION DE SOLICITUDES 

DE SERVICIO), de este Reglamento.” Como ya indicáramos, en la 

sección 5.3.6 se define la figura de Legitimación Activa.  

Por último, como ya adelantáramos, la implementación de la 

LPAU conlleva el reconocimiento de que las reglas incorporadas 
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por esta prevalecerán sobre toda disposición legal, relativa a una 

agencia en particular, que sea contraria a las disposiciones de la 

LPAU. Perfect Cleaning v. Cardiovascular, 162 DPR 745, 757 

(2004). Por tanto, reiteramos que las disposiciones de LPAU 

desplazan y tienen predominio sobre toda regla de una agencia que 

sea contraria a esta. Vistas Health Care v. Hospicio la Fe et al., 190 

DPR 56 (2014); López Rivera v. Adm. de Corrección, 174 DPR 247, 

254 (2008).  

E. Reglamento de Procedimientos Adjudicativos de la 

División de Reconsideración de Determinaciones Finales de 
la OGPe 

 
A tenor con los principios consagrados en el Artículo 13 de la 

Ley núm. 151-2013, el 24 de marzo de 2014, se aprobó el 

Reglamento núm. 8457 también conocido como el Reglamento de 

Procedimientos Adjudicativos de la División de Reconsideración de 

Determinaciones Finales (Reglamento 8457). Dicho reglamento 

establece las reglas que regirán los procedimientos relacionados 

con la radicación, trámite y adjudicación de las reconsideración 

presentadas ante la OGPe.   

El Reglamento 8457 define interventor como: “Aquella 

persona que no sea parte original en cualquier procedimiento 

adjudicativo que la agencia lleve a cabo y que haya demostrado su 

capacidad o interés en el procedimiento.” Véase, Regla 4 inciso (I).  

A su vez define “Parte” como: “Toda persona o agencia autorizada 

por ley a quien se dirija específicamente la acción de una agencia o 

que sea parte en dicha acción, o que se le permita intervenir o 

participar en la misma, o que haya radicado una petición para la 

revisión o cumplimiento de una orden, o que sea designada como 

parte en dicho procedimiento.”  Véase, Regla 4 inciso (N).   

En cuanto a la presentación de las solicitudes de intervención, 

la Regla 6 del Reglamento 8457 dispone que:  
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Una persona que tenga un interés legítimo en el 
procedimiento ante la División de Reconsideración, 
podrá presentar una Solicitud de Intervención 
debidamente fundamentada. La solicitud de 
intervención deberá ser notificada a las demás partes. 
La División de Reconsideración podrá conceder o 
denegar la solicitud, a su discreción, tomando en 
consideración entre otros los siguientes factores: 
1. Que no existen otros medios en derecho para que 
el peticionario pueda proteger adecuadamente su 
interés. 
2. Que el interés del peticionario ya esté 
representado adecuadamente por las partes en el 
procedimiento. 
3. Que el interés del peticionario pueda ser 
adversamente afectado por el procedimiento. 
4. Que la participación del peticionario pueda ayudar 
razonablemente a preparar un expediente más 
completo del procedimiento. 
5. Que la participación del peticionario pueda 
extender o dilatar excesivamente el procedimiento. 
6. Que el peticionario represente o sea portavoz de 
otros grupos o entidades de la comunidad. 
7. Que el peticionario pueda aportar información 
precisa, conocimientos especializados o asesoramiento 
técnico que no estaría disponible de otro modo en el 
procedimiento. 
 
El Juez Administrativo de la División de 
Reconsideración aplicará los criterios que anteceden 
de manera liberal y podrá requerir que se le someta 
evidencia adicional para poder emitir la 
determinación correspondiente con respecto a la 
solicitud de intervención. 
 
Si la División de Reconsideración deniega la solicitud 
de intervención, notificará su determinación por 
escrito al peticionario, los fundamentos para la misma 
y el recurso de revisión disponible. [Énfasis Nuestro] 

 

Cabe señalar que la Ley núm. 151-2013 en su Artículo 1, 

inciso 44, 23 LPRA sec. 9011, define al interventor como: 

Interventor. - Según definida por la Ley núm. 170 de 
12 de agosto de 1988, según enmendada, conocida 
como “Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme 
del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. 

 
De igual manera, la Ley núm. 151-2013 en su Artículo 65, 

23 LPRA sec. 9028e, deja meridianamente clara la aplicabilidad de 

las disposiciones de la LPAU, supra, a la OGPe. En específico, el 

Artículo dispone: 

La Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme será 
de aplicación a todos los procedimientos para la 
evaluación, el otorgamiento o la denegación de 
determinaciones finales y permisos, recomendaciones, 
certificaciones, licencias, certificados, incluyendo 
determinaciones de cumplimiento ambiental 
relacionados a Declaraciones de Impacto Ambiental, o 
cualquier otra autorización similar otorgada por la 
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Oficina de Gerencia de Permisos, los Municipios 
Autónomos con Jerarquía de la I a la V, el Profesional 
Autorizado e Inspector Autorizado, así como la 
adjudicación de querellas u órdenes administrativas 
por el Director Ejecutivo, por las Entidades 
Gubernamentales Concernidas, o los Municipios 
Autónomos con Jerarquía de la I a la V, al amparo de 
las disposiciones de esta Ley, salvo en las instancias 
que expresamente se disponga lo contrario o en 
aquellos casos donde esta Ley resulte inconsistente 
con la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme. 

 

F. Jurisdicción 

Es norma reiterada en nuestra jurisdicción que los 

tribunales debemos ser celosos guardianes de nuestra jurisdicción. 

La falta de jurisdicción de un tribunal no es susceptible de ser 

subsanada. Por ello, los tribunales están obligados a considerar 

dicho asunto, aun en ausencia de señalamiento alguno por las 

partes. Así pues, los asuntos jurisdiccionales deben resolverse con 

prelación a cualquier otro por ser cuestiones privilegiadas. García 

v. Hormigonera Mayagüezana, 172 DPR 1, 7 (2007); AAA v. Unión 

Abo. AAA, 158 DPR 273, 279 (2002); Sánchez et al. v. Srio. de 

Justicia et al., 157 DPR 360, 369 (2002); Ponce Fed. Bank v. Chubb 

Life Ins. Co., 155 DPR 309, 332 (2001). 

En este sentido, los tribunales deben estar alertas a su 

jurisdicción asegurándose en todo momento que tienen la facultad 

legal para entender en los recursos ante sí. Esto resulta de vital 

importancia en el proceso judicial pues una sentencia dictada sin 

jurisdicción, ya sea sobre las partes o la materia, resulta nula e 

ineficaz. S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873, 882 

(2007). 

Cuando un tribunal acoge un recurso a sabiendas de que 

carece de autoridad para entender en él, actúa ilegítimamente. Por 

eso, cuando un tribunal no tiene jurisdicción o autoridad para 

considerar un recurso, procede que se desestime el mismo. Torres 

Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 98 (2008); S.L.G. 

Szendrey-Ramos v. F. Castillo, supra, págs. 882-883. 
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III. 

En primer lugar, y previo a atender los méritos del recurso, 

estamos obligados a auscultar nuestra jurisdicción para atender la 

solicitud de revisión judicial presentada por la recurrente. 

Adelantamos que jurisdiccionalmente estamos impedidos de entrar 

en las determinaciones tomadas por la OGPe, toda vez que la 

recurrente carece de legitimación activa para instar el presente 

recurso de revisión. Veamos.  

En el presente caso, la recurrente fracasó en demostrar que 

contaba con la legitimación activa para instar el recurso de 

revisión al amparo de la sec. 4.2 de la LPAU, supra. Los hechos de 

este caso demuestran claramente que la recurrente no fue parte en 

el procedimiento que se llevó a cabo en las Oficinas de Permisos 

del recurrido, ni fue parte ante la OGPe. Tampoco demostró que la 

determinación del recurrido le afectara adversamente.  

En cuanto a los aspectos determinantes del  trámite procesal 

resaltamos que la recurrente solicitó la intervención ante el 

Municipio luego de que culminara el proceso administrativo.  

Aunque la solicitud de intervención y reconsideración se presentó 

conforme dispone la LPAU, la Oficina de Permisos del Municipio 

nunca resolvió la misma.13 Por lo tanto, conforme al derecho antes 

expuesto reiteramos que la recurrente nunca fue parte en los 

procedimientos celebrados ante el Municipio.  

En relación a la OGPe, esta tampoco emitió resolución por 

escrito aceptando a la recurrente como parte o en su defecto a los 

demás peticionarios.14 En ese sentido, la OGPe no cumplió con los 

requisitos de la Regla 6 de su propio reglamento, ni con  la Sección 

                                                 
13

De la Moción en Cumplimiento de Orden sometida por la recurrente el 4 de 

abril de 2016, surge que la Oficina de Permisos del Municipio no atendió la 

solicitud. Véase, además, la nota al calce 12.   
14Véase la Resolución de Reconsideración recurrida y los documentos intitulados 

Notificación Acogiendo la Solicitud de Reconsideración y Orden emitidos por la 

OGPe. Véase, además, las notas al calce 8 y 9.   
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3.5 de la LPAU, antes citados.15 La OGPe se limitó a aceptar la 

reconsideración y señalar una vista administrativa amparada en 

una disposición del reglamento la cual ni siguiera menciona o 

fundamenta. Al así actuar la OGPe obvió evaluar y atender la 

solicitud de intervención al amparo de los criterios establecidos 

tanto en la LPAU como en el Reglamento núm. 8457. Luego de 

celebrada la vista es que la agencia concluye que la recurrente no 

es, ni tan siquiera, parte con interés. De esta manera incumplió 

con su obligación primaria en el proceso adjudicativo. 

De otra parte, como señaló nuestro Tribunal Supremo en JP, 

Plaza Santa Isabel v. Cordero Badillo, supra, a la pág. 201, no 

podemos confundir el participante en un procedimiento con el 

interventor. La recurrente fue una parte participante del proceso, 

pero no en calidad de interventora. Tanto es así que en la 

Resolución de Reconsideración fue denominada “opositora del 

proyecto” y no la clasificaron como “Parte”. Concluimos que la 

OGPe aceptó la participación de la recurrente, lo cual es cosa 

distinta a reconocerla como parte interventora. Reseñamos 

nuevamente que según nuestro estado de derecho vigente y el 

reglamento aplicable, a la recurrente no se le certificó como parte 

interventora. 

Además, la recurrente tampoco cumplió con el requisito de 

demostrar que la decisión de la agencia le haya afectado de 

manera adversa. Por el contrario, es un hecho irrefutable que la 

recurrente no es colindante y el problema de tráfico y/o 

estacionamiento está atendido debido a que en la propia Solicitud 

de Servicios se establece que se proveerán aparcamientos dentro 

de la propiedad.16 Por ende, la alegación o preocupación de que por 

                                                 
15

 Una vez una agencia promulga un reglamento, viene obligada a observarlo 

estrictamente, en todos los aspectos. De lo contrario, incurre en una actuación 
arbitraria de su parte. Véanse, Buono Correa v. Srio. Rec. Naturales, 177 DPR 

415 (2009); Rivera Concepción v. ARPe, 152 DPR 116 (2000). 
16

 Véase Apéndice del recurso, págs. 141,142, 143, 146 y 151.  
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las nuevas residencias la congestión empeorará en el área de la 

calle la misma es especulativa y carente de fundamento por lo 

antes indicado.17 En consecuencia la recurrente ni tan siquiera es 

parte adversamente afectada por la determinación de la Oficina de 

Permisos del Municipio, ya que esta no sufre, ni sufrirá un daño 

como consecuencia de la determinación del Municipio.18 Tampoco 

podemos aceptar como fundamento para establecer un daño que al 

padre de la recurrente la Junta de Planificación, en el 1987, le 

haya denegado un cambio de zonificación de la propiedad donde 

ella reside la cual es cercana a la residencia en controversia.19  

Como señaló el Tribunal Supremo en Fund. Surfrider y otros v. 

ARPe, supra, a la pág. 587, el ser vecino, sin más, no le confiere 

legitimación a quien pretender impugnar un dictamen de una 

agencia administrativa en casos de construcción, de zonificación y 

planificación. Indicó nuestro más alto foro Judicial que siempre es 

imprescindible que el recurrente satisfaga el requisito de daño y la 

relación con la actuación administrativa. Id. Recordemos, además, 

que el Reglamento 8573, supra, exige que en solicitudes como la 

de autos el peticionario solo debe notificar a los colindantes 

inmediatos y no a los residentes que se encuentren en un radio 

determinado de distancia del lugar del permiso solicitado como lo 

es la recurrente.20      

                                                 
17

 Véase las fotografías en el Apéndice del recurso, págs. 133-139.  
18 Véase Fund. Surfrider y otros v. ARPe, supra, a la pág. 579. En un mensaje de 

correo electrónico remitido por la recurrente esta indicó y citamos: … No soy 
colindante inmediata, sino que vivo en la Calle Parklane. Véase Apéndice del 

recurso, pág. 92. Asimismo, en la Moción de Reconsideración ante la OGPe la 

recurrente expresó que no es vecina inmediata. Véase Apéndice del recurso, pág. 
12. Además en la sección 6.3.3 del Reglamento núm. 8573, supra, se dispone: 

 Notificación a los Colindantes de la Radicación de la Solicitud  

a. Toda solicitud para un asunto discrecional bajo la jurisdicción de la 

OGPe tendrá que ser notificada por el solicitante a los colindantes 
inmediatos de la propiedad donde se propone la acción dentro de 

los dos (2) días siguientes a la radicación de la solicitud. (Enfasis 

nuestro). 
19

 Véase Apéndice del recurso, págs. 45 y 99. 
20

 Véase nota al calce 14. El proponente, arquitecto Donato Solís, cumplimentó el 

Formulario OPU-163(a) de la Oficina de Permisos Urbanísticos del Municipio 
certificando la notificación a los colindantes e incluyó la hoja de recibo del 

correo certificado. Véase Apéndice del recurso, págs. 183-185.    
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Por lo antes indicado, y conforme al derecho aplicable a la 

situación de autos, concluimos que la recurrente no tenía 

legitimidad para presentar el recurso de epígrafe por no ser parte 

en la controversia que presentó.  

IV. 

Por los fundamentos que anteceden, desestimamos el 

recurso de revisión administrativa presentado por falta de 

jurisdicción por carecer la recurrente de legitimación activa. 

Notifíquese.   

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

La Jueza Rivera Marchand concurre con el resultado sin 

opinión escrita. 

 

 
 
                                          DIMARIE ALICEA LOZADA 
                                    Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


